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CONCILIACIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE EN ESPAÑA


El acuerdo sobre solución extrajudicial de conflictos laborales


El acuerdo sobre solución extrajudicial de conflictos laborales, con su reglamento, fue firmado por los sindicatos (UGT y CCOO) y por las patronales (CEOE y CEPYME) más representativos en España. Está en vigor desde enero de 1996 hasta el 31 de diciembre del año 2000. Este acuerdo complementa la experiencia a nivel regional de mediación y arbitraje a través de instituciones paritarias extrajudiciales que se inició en la década de los 90.





El sistema español de mediación y arbitraje. 


En España, como en otros países de la Unión Europea, es la historia de las relaciones laborales la que ha ido determinando la estructura del sistema de solución de los conflictos. 


Existe una “Jurisdicción del Orden Social” formada por tribunales de jueces profesionales que se ocupa de la resolución de los conflictos individuales y colectivos de trabajo. Estos tribunales tienen un ámbito de competencias propio distinto del civil, y un procedimiento también propio y distinto del civil. A través de él, se llega a las resoluciones judiciales: las sentencias. 


Antes de llegar a la Jurisdicción Social habrán sido posibles dos oportunidades para la conciliación. La primera, ante las Unidades Territoriales de Mediación, Arbitraje y Conciliación dependientes de las Administraciones Públicas, compuestas por funcionarios. Si ésta fracasa, la segunda oportunidad se da el mismo día del juicio público ante el juez de lo social. En este caso, es el propio juez el que intenta la conciliación, lo que hace que ésta sea una curiosa mezcla de conciliación y mediación. La mayoría de las Unidades Territoriales dependen de las Administraciones Autónómicas de ámbito regional. Aún existen algunas Unidades no traspasadas a las Comunidades Autónomas.


Por otra parte existe una Administración Pública Laboral Española, con competencia para “juzgar” si existen o no las razones económicas, técnicas, organizativas o de producción alegadas por una empresa para llevar a cabo despidos colectivos. Esa decisión administrativa se adopta después de un periodo de consultas entre la dirección de la empresa y los representantes de los trabajadores. En este sentido, puede afirmarse que esta vía también incorpora elementos de mediación para la resolución de conflictos. También interviene con sus informes la Inspección de Trabajo. Pero si no hay acuerdo en el periodo de consultas, la resolución final la toma la Administración Laboral a través de una decisión administrativa, que aprueba o rechaza el despido colectivo propuesto.


Dado el gran volumen de expedientes que usaban las diferentes vías judiciales de resolución de conflictos y a la escasa tradición de arbitraje dentro del modelo español de relaciones laborales, a inicios de la década de los 90, los agentes sociales, iniciaron a nivel regional una serie de acuerdos para la creación de organismos paritarios de resolución de conflictos por la vía extrajudicial.





Los órganos paritarios de Sindicatos y Patronales


La experiencia pionera fue la del País Vasco, y luego siguieron Catalunya, Andalucía, Canarias, Valencia y Galicia, es decir la mayoría de las Comunidades Autónomas con más competencias propias y con una dinámica más autónoma de relaciones laborales.  Las Administraciones Públicas de estas Comunidades Autónomas dieron ayuda y soporte a estas iniciativas con diferentes modelos de colaboración. 


En virtud del Acuerdo sobre resolución extrajudicial de conflictos laborales se creó, a finales de enero de 1996, un nuevo órgano, con la intención de abarcar todo el territorio español. Por su estructura y funciones, recuerda al “Federal Mediation and Conciliation Service” de USA. El acceso a este nuevo órgano está limitado a aquellos asuntos que expresamente se sometan a su jurisdicción. De esta forma no interfiere con los órganos paritarios existentes a nivel regional, y de hecho se orienta prioritariamente hacia los territorios que no cuentan con este tipo de organismos. 


La competencia de los órganos paritarios se refiere a conflictos colectivos de trabajo, y también a algunos conflictos individuales de carácter plural. Tanto los acuerdos alcanzados a través de la conciliación y mediación, como los laudos arbitrales producen excepción de cosa juzgada. Ello quiere decir que, quien concluye sus actuaciones ante un órgano paritario no puede luego acudir a la jurisdicción social, y viceversa. La opción de acudir a una u otra vía es de los interesados. Naturalmente, hay materias cuya competencia está reservada a la Jurisdicción Social, como, por ejemplo, litigios sobre Seguridad Social. Otras materias, como es actuar como árbitros, están vetadas a los funcionarios de las Unidades Territoriales y a los Jueces.





Las cifras de la mediación y el arbitraje en España


Aún es difícil tener una visión completa del impacto de los diferentes sistemas de mediación y arbitraje en España. Existe una “Estadística de Mediación, Arbitraje y Conciliación” publicada por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. La fuente de sus cifras son las Unidades de Mediación, Arbitraje y conciliación que, en ocasiones, dependen del propio Ministerio y, en otras, de las Comunidades Autónomas. Estas cifras deben ser completadas con las publicadas por el “Boletín de Estadísticas Laborales” del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que dan idea del volumen de los Asuntos Judiciales Sociales en España.


Sin embargo, las Estadísticas Laborales no reflejan todavía los actos realizados por los organismos paritarios.  Para reunirlos, es necesario acudir a cada uno de los órganos paritarios de cada Comunidad Autónoma. Así pues no es posible saber aún, el volumen de arbitrajes que pasan por las vías de los organismos paritarios.


Pero sólo con las cifras de las conciliaciones y mediaciones de todas las instancias que intervienen en ellas son evidentes varias tendencias. El volumen de asuntos sometidos a concilación y mediación es muy elevado: algunas veces, llega a representar porcentajes superiores al 50% del total de la población asalariada, en otras ocasiones alcanza al 30 o el 40%. Así,  en algunos años (1989) los trabajadores afectados por conciliaciones colectivas, individuales y mediaciones superaron los 5 millones. En 1995, esta cifra fue de 2,3 millones de trabajadores.


También existe un elevado grado de utilización de los mecanismos administrativos y judiciales de resolución de conflictos. En un año, es normal que se produzcan 500.000 conciliaciones y 250.000 asuntos judiciales. También son normales cuantías alrededor de los 400 millones de pesetas, entre conciliaciones, medicaciones y sentencias en un año.


Valoración


Resumiendo, el complejo sistema español de resolución de conflictos, esta asentado sobre una estructura judicial y administrativa dispersa, que cuenta con un nivel muy elevado de actividad, y con una larga tradición en el sistema de relaciones laborales. A partir de la década de 1990, se inicia la vía extrajudicial, paritaria, primero a nivel regional y posteriormente a nivel estatal: 


Después del Acuerdo son  cinco los órganos e instituciones donde pueden darse actuaciones de mediación, arbitraje y conciliación. Las unidades territoriales de mediación, arbitraje y conciliación, encuadradas en las Administraciones Públicas Laborales del Estado o Autonómicas (mayoritarias)  realizan la gran mayoría de las conciliaciones y mediaciones, pero no arbitrajes. Los Juzgados de lo Social ven conciliaciones previas al juicio público. Su actuación está coordinada legalmente con las Unidades Territoriales. La administración pública laboral realiza consultas previas antes de tomar una decisión sobre despidos colectivos.  Los órganos paritarios de sindicatos y patronales del País Vasco, Cataluña, Valencia, Galicia o Canarias, con el soporte de la Administración Pública autonómica, realizan mediaciones, conciliaciones y proporcionan listas de árbitros y dan soporte al arbitraje laboral. Finalmente está el Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje, derivado del Acuerdo sobre solución extrajudicial de conflictos laborales, que es una pieza más del sistema de resolución de conflictos laborales, que por ahora  no substituye a ninguno de los anteriores, ya que sólo acoge las demandas de mediación y arbitraje que se derivan de lo pactado en el Acuerdo y su Reglamento. 


Unas herencias del pasado -Unidades Territoriales y Juzgados de lo Social- junto a órganos paritarios de nuevo cuño, que no se interfieren y que canalizan el conjunto de las mediaciones, arbitrajes y conciliaciones que se realizan en España. De momento, todos están arraigados en nuestra realidad. El futuro inmediato decidirá si son complementarios o si el desarrollo de unos inhibe el desarrollo de otros. El tiempo lo dirá. 
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